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Modelo agroindustrial en el Meta:
“Borrón y cuenta nueva” a favor del gran capital

Laura Mateus Moreno1

El departamento del Meta tiene un área total de 
8.533.218 hectáreas y está integrado por 29 
municipios; su capital Villavicencio, es la ciudad 

más grande de la Orinoquía, donde tienen lugar to-
das las actividades económicas y se concentra más 
de la mitad de la población a nivel departamental. 
El Meta es el cuarto departamento más grande 
de Colombia y es reconocido por su importante 
tradición agrícola y ganadera. Adicionalmente es el 
primer productor de petróleo del país, con cerca 
del 50 % de la participación a nivel nacional (Con-
traloría General de la República, 2015). 

A su vez, el departamento cuenta con diversos 
tipos de ecosistemas y áreas protegidas que con-
forman la estructura ecológica de la región, des-
tacándose los Parques Nacionales Naturales de 
los Picachos, Tinigua, Sumapaz y la Sierra de la 
Macarena.

La parte oriental del departamento, donde se 
ubican los municipios de altillanura como Puerto 
López, Puerto Gaitán, Mapiripán y una porción 
de San Martín, son epicentro de un número im-
portante de proyectos agroindustriales que como 
veremos, se desarrollan en un contexto de con-
centración y acaparamiento de tierras, presencia 
de grupos armados, violencia y conflictos ambien-
tales asociados a las industrias extractivas con alto 
impacto en la región.   

Modelo de ocupación territorial del Meta:  
usos del suelo y cultivos principales 
De acuerdo con el tercer censo nacional agrope-
cuario (2016), el departamento del Meta tiene un 
área de 4.800.732 hectáreas (56 %) en usos agro-
pecuarios y 3.473.611 hectáreas (40,7 %) en área 
de bosques naturales. De acuerdo con datos de 
este mismo censo, del total del área agrícola sem-
brada hay actualmente 371.133 hectáreas (62,8 
%) que corresponden a cultivos permanentes, 
172.946 hectáreas (29,2 %) a cultivos transitorios 
y 46.691 hectáreas (7,9 %) a cultivos asociados. 

Dentro de los grupos de cultivos censados, el cul-
tivo de palma africana cuenta con la mayor área 
sembrada con 178.528 ha, seguido de los culti-
vos de plátano con 90.078 hectáreas, arroz con 
76.189 hectáreas y maíz amarillo con 50.481 hec-
táreas. Por su parte, en el departamento hay un 
desarrollo importante de ganadería tradicional re-
presentada en 1.620.187 cabezas de ganado bovi-
no y 418.161 cabezas de porcinos (DANE, 2016). 

El Meta es actualmente uno de los departamen-
tos con mayor diversidad de cultivos producidos, 
pese a las dificultades para la producción agro-
pecuaria en general, ya que solo el 31 % de las 
Unidades de Producción Agropecuaria –UPA– o 
fincas censadas reciben algún tipo de asistencia 
técnica, alrededor del 35 % carecen de cualquier 
tipo de riego y solo el 39 % del total de fincas cen-
sadas, cuenta con algún tipo de maquinaria para el 
manejo de sus cultivos (DANE, 2016).

De acuerdo con los datos obtenidos, en el depar-
tamento del Meta el sector agropecuario basa su 
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desarrollo en sistemas de producción convencio-
nal manejados por grandes productores rurales. 
Es de resaltar que en estos sistemas se promue-
ven las buenas prácticas agrícolas –BPA– (87 % 
de la asistencia técnica corresponde a este com-
ponente), se aplican mejoras de suelos a través de 
la fertilización química2 y control químico de las 
plagas, malezas y enfermedades3. Adicionalmente, 
las fincas que acceden a crédito y financiamiento, 
en su mayoría destinan estos recursos a la compra 
de insumos, compra de animales y pago de mano 
de obra (DANE, 2016). En este sentido, en el de-
partamento –al igual que a nivel nacional– hay ca-
rencia de incentivos y acompañamiento por parte 
del sector agropecuario a la pequeña producción 
campesina y familiar, así como a los sistemas de 
producción alternativa. 

No obstante, esta falta de acompañamiento públi-
co al desarrollo agrícola de la región no solo afecta 
la pequeña producción, sino al desarrollo mismo 
de la agroindustria regional. Esta carencia se ha 
movilizado como un justificante para la formu-
lación de una política nacional de ordenamiento 
territorial para la región, cuyo principal objetivo 
es dinamizar un flujo de grandes inversiones de 
capital para generar las adecuaciones producti-
vas y la aplicación de paquetes tecnológicos que 
le permitan a estos sistemas a gran escala sortear 
sus limitaciones en manejo de suelos y agua, tal y 
como lo manifestaron Corpoica y Fedepalma en el 
documento Conpes de Altillanura 3797 de 2014, 
para hacer referencia a las limitaciones que afron-

2 De las 15.228 de UPA censadas que aplican mejora de suelos, el 56 % se basan en fertilización química. DANE, 2016
3 De las 20.041 de UPA censadas que hacen algún tipo de control contra plagas, malezas y enfermedades, el 54 % se basan en control químico. 
DANE, 2016

ta el núcleo palmero ubicado en los municipios de 
Puerto López y Mapiripán, que dicho sea de paso, 
concentran junto con Puerto Gaitán, el 82 % de 
las hectáreas cultivadas de palma africana, caucho, 
soya, maíz, caña y yuca en la altillanura. 

Política agropecuaria nacional:  
una apuesta gubernamental para el ordenamiento  
del territorio llanero 

De acuerdo con el Departamento Nacional de 
Planeación –DNP– y la Unidad de Planificación 
Rural Agropecuaria –UPRA– hay alrededor de 
tres millones de hectáreas con potencial de apro-
vechamiento agrícola, pecuario y forestal en la re-
gión de la altillanura. Las proyecciones realizadas 
por estas instituciones en el Conpes 3797 de alti-
llanura, estiman que para el año 2024 el desarrollo 
agropecuario en la región llegue a una producción 
de 1.322.000 toneladas en cultivos de arroz, caña, 
caucho, maíz, palma africana, soya, plantaciones 
forestales comerciales y ganadería.   

Para ello, el gobierno nacional y departamental 
anuncian la promoción de alianzas productivas en-
tre campesinos y empresarios que le garanticen a 
los primeros la compra de insumos, mayor y me-
jor acceso a información de mercados, tecnología, 
asistencia técnica, agregación de valor y comercia-
lización de los productos, así como la creación de 
importantes incentivos económicos e instrumen-
tos de política para los empresarios que ejecuten 
proyectos productivos de tipo agroindustrial. 
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Como parte de las proyecciones para la ocupación 
agroindustrial de la altillanura, el gobierno nacional 
viene impulsando un modelo de administración 
para el aprovechamiento de los baldíos y el acceso 
a tierras a través de contratos de arrendamiento 
y concesiones a empresas agropecuarias para la 
producción de los cultivos arriba mencionados y 
bajo los criterios de uso de los suelos establecidos 
por la UPRA. Es por ello que, desde hace algunos 
años, se viene ajustando la legislación agraria para 
modificar el régimen de baldíos y la unidad agríco-
la familiar –UAF– con el fin de eliminar los topes a 
la propiedad establecidos por ley y así brindar “se-
guridad jurídica” al desarrollo de estos proyectos 
agroindustriales a gran escala en la región. 

Una de las iniciativas de ley más importantes en 
este sentido son las zonas de interés de desarro-
llo rural, económico y social –Zidres–, creadas y 
aprobadas mediante la Ley 1776 de 2016, cuyo 
principal objetivo es el de promover un modelo 
particular de explotación del suelo rural en zo-
nas del país con aptitud agrícola, pecuaria, fores-
tal y piscícola, que se encuentren aisladas de los 
centros urbanos más significativos, que tengan 
elevados costos de adecuación productiva, baja 
densidad poblacional, altos índices de pobreza 
y con carencias de infraestructura para el trans-
porte y comercialización. Este modelo introduce 
importantes modificaciones al modelo agrario en 
Colombia porque cambia de manera regresiva 
el régimen de baldíos, fomenta esquemas aso-
ciativos empresariales, privilegia el desarrollo de 

determinados cultivos agroindustriales y por su-
puesto crea los incentivos necesarios para que el 
desarrollo de proyectos agropecuarios a gran es-
cala resulte rentable.  

Es por ello que, en marzo de 2018 el gobierno 
nacional publicó el documento Conpes 3917 de 
2018, que contiene la cartografía con las áreas 
potenciales para desarrollar las Zidres, como un 
insumo preliminar para iniciar la delimitación de 
estas zonas con los municipios. De acuerdo con 
este documento, en el país hay alrededor de 7,2 
millones de hectáreas aptas para establecer Zi-
dres, de las cuales 2.391.192 de hectáreas corres-
ponden al departamento del Meta.  

Esta delimitación, realizada por la unidad de pla-
nificación de tierras rurales –UPRA–, presenta 
serios vacíos de información que no permiten 
definir con claridad las restricciones y requisitos 
legales para la identificación de las zonas con po-
tencialidad para Zidres. Esto resulta preocupante, 
teniendo en cuenta que esta figura ha sido con-
siderada como regresiva –pese a ser declarada 
exequible por la mayoría de los magistrados de la 
Corte Constitucional–, entre otras, porque per-
mite “legalizar la acumulación de tierras tituladas 
antes de la ley 160 de 1994” (Salinas, 2018). 

Al respecto, uno de los casos sobre acumulaciones 
indebidas de baldíos en el Meta, reconocido por la 
Contraloría General de la República, tiene lugar 
justamente en el municipio donde ahora se desa-
rrollará la primera Zidres4. El decreto firmado por 

4 En el periodo 2010-2014, en el marco del debate de control político realizado por el entonces representante a la Cámara Wilson Arias y poste-
riormente reconocido por la Contraloría de la República, se evidenció que el Grupo Sarmiento Angulo - Corficolombiana, que agrupaba seis empre-
sas dedicadas a actividades financieras, concesionarios viales, petroleras, constructoras, sociedades agroindustriales, entre otras, compraron y 
acumularon de manera irregular predios que suman alrededor de 15.000 hectáreas en la altillanura, específicamente en los municipios de Puerto 
López y Puerto Gaitán. Fuente: Mesa Copartes Misereor - Llanos orientales, 2017.  
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el gobierno de Juan Manuel Santos, es una de las 
últimas acciones del cuatrenio con la cual se crea 
la primera zona Zidres en el municipio de Puerto 
López, que tendrá una extensión de 175.000 hec-
táreas. De acuerdo con Presidencia5, en este mu-
nicipio se empezará a ejecutar también la política 
de acceso a tierras y administración de baldíos a 
través de los planes de ordenamiento social de la 
propiedad rural, liderados por la Agencia Nacio-
nal de Tierras –ANT–, cuya finalidad es la promo-
ción del uso eficiente y productivo del suelo, los 
esquemas asociativos, así como la asignación de 
derechos de uso y propiedad de las tierras rurales.   

Modelo agroindustrial: en deuda con los conflictos 
históricos no resueltos    
Esta política para el desarrollo agroindustrial en 
el Meta genera enormes preocupaciones, entre 
otras, porque permite legalizar las ocupaciones 
indebidas de tierras a empresas que de manera 
fraudulenta y premeditada violaron la ley para 
acumular baldíos, propiciando con ello titulacio-
nes irregulares, cambios de uso del suelo, con-
flictos territoriales, afectaciones a las economías 
campesinas y especulaciones inmobiliarias. 

En el informe Despojar y Desplazar: estrategia para 
el desarrollo de la Orinoquía (2017), realizado por 
la Mesa de Copartes de Misereor - Llanos orien-
tales, se destacan al menos cinco casos de acumu-
lación ilegal de baldíos6 por empresas en el depar-

tamento del Meta, que suman alrededor de 75 mil 
hectáreas acaparadas ilegalmente. En este contex-
to, hay que resaltar que la dinámica de inversio-
nes privadas en el Meta estuvo antecedida por la 
intervención y confrontación de grupos armados 
legales e ilegales en la búsqueda de consolidar un 
dominio territorial, lo que tuvo como consecuen-
cia la perpetración de miles de asesinatos, desapa-
riciones forzadas, masacres7 –como la ocurrida en 
el municipio de Mapiripán–, desplazamiento for-
zado y despojo, entre otros hechos victimizantes, 
que desocuparon los territorios que posterior-
mente ocuparon los proyectos de tipo agroindus-
trial que existen en la actualidad. En tal sentido y 
en el marco del proceso de Restitución de Tierras, 
en el departamento del Meta se radicaron 5.000 
solicitudes de víctimas del conflicto (Mesa Copar-
tes Misereor - Llanos orientales, 2017). 

Esta situación es particularmente preocupante 
teniendo en cuenta que la cartografía de las zo-
nas con potencialidad para el establecimiento 
de zonas Zidres en el Meta, no excluye aquellos 
territorios donde se dio despojo y abandono de 
tierras por desplazamiento forzado en el marco 
del conflicto armado, ni las tierras con medidas 
de protección (individuales o colectivas) y aquellas 
reclamadas por las víctimas campesinas y étnicas 
en procesos de restitución de tierras, las cuales 
están establecidas legal y constitucionalmente 
como causales de restricción (Mojica, 2018).

5 Tomado de: http://es.presidencia.gov.co/noticia/180802-Arranca-primera-Zidres-en-Puerto-Lopez-Meta-y-tendra-175-mil-hectareas 
6 Caso El Brasil; Caso El Porvenir; Caso Mónica Semillas; Caso Poligrow.
7 El Centro Nacional de Memoria Histórica señala que entre 1980 y 2013 se desarrollaron 19 masacres que significaron el desplazamiento de 
cerca de 70 mil personas en los municipios metenses de la altillanura. 
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Por otro lado, el impulso de este modelo de alto 
desarrollo agrícola y agroindustrial en el Meta y 
particularmente en la altillanura, se encamina a 
reproducir los errores del modelo del cerrado 
brasileño que podrían generar una destrucción 
ambiental de grandes proporciones en los ecosis-
temas de la región. Ello como consecuencia de un 
proceso de transformación agrícola que genera in-
equidades sociales y ambientales frente al acceso 
a tierras, calidad y disponibilidad de agua, manejo 
de la agrobiodiversidad y amenaza a las culturas 
ancestrales y tradicionales, teniendo en cuenta 
que este modelo además, omite deliberadamente 
los determinantes y las restricciones de carácter 
legal y constitucional exigidas para su desarrollo8, 
tales como: territorios colectivos en proceso de 
constitución, usos del suelo permitidos en los 
Planes de Ordenamiento Territorial, la presencia 
de amenazas y de riesgos naturales y las áreas de 
importancia ecológica9 sobre las que recaen res-
tricciones de índole ambiental (Mojica, 2018).  

En conclusión, el departamento del Meta es un 
territorio que aporta de gran manera a la produc-
ción de alimentos de consumo nacional, lo que 
permite reafirmar su enorme potencial regional 
para la soberanía alimentaria del país, gracias a 
su vocación agrícola y pecuaria y su tradición en 
este sentido. Sin embargo, las posibilidades de las 
comunidades rurales y los pequeños y medianos 
productores del departamento –sometidas histó-
ricamente al abandono– así como sus aportes a 
la producción alimentaria, quedan reducidas a su 

mínima expresión con esta política nacional para 
la región, que solo pretende vincularlos al modelo 
agroindustrial a través de figuras asociativas con 
empresarios, en detrimento de su autonomía, de 
sus sistemas productivos campesinos familiares y 
sus economías, para convertirlos en mano de obra 
al servicio de esta apuesta agroindustrial. Todo 
ello resulta particularmente grave teniendo en 
cuenta las cuestiones no resueltas en materia re-
forma agraria, el conflicto armado que persiste y 
se expresa en diversas formas de violencia contra 
las comunidades, así como los sabidos impactos 
ambientales que ya están afectando con fuerza a 
esta importante región de Colombia. 
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